Acción de tutela 

66001-22-05-000-2019-00036-00
María Consuelo Grajales Marulanda vs. Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, ARL Mapfre Colombia Seguros S.A., Asmucol y José Ignacio Arias 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Asunto:


Sentencia de primera instancia

Radicación Nro.:
66001-22-05-000-2019-00036-00

Accionante: 

María Consuelo Grajales Marulanda

Accionado: 

Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira 

Vinculados:

ARL Mapfre Colombia Seguros S.A. y otros
TEMAS:
DEBIDO PROCESO / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO DE PETICIÓN / PRESUPUESTOS / CARGA PROBATORIA DE LA ACCIONANTE / NO LA CUMPLIÓ / NO EXISTE VULNERACIÓN DEL DEBIDO PROCESO.
Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad…
Es preciso advertir que si bien la accionante invoca como derechos vulnerados el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, del contenido de los hechos del escrito de la tutela se observa que el derecho que resulta presuntamente afectado es el de petición, al endilgarse al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira la omisión en dar información sobre el estado actual del proceso; por lo que será este derecho el que se estudiará en primer lugar. (…)
Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2012), que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe “cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”
… en lo que respecta a los derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso no se avizora por la Sala vulneración de estos, por cuanto de la consulta de la plataforma de siglo XXI, el proceso ordinario laboral instaurado por la accionante cuenta con sentencia de primera y segunda instancia, estando pendiente la definición del recurso extraordinario de casación, que está por fuera del ámbito del juzgado accionado.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Sustanciadora

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, veintidós (22) de noviembre de dos mil diecinueve (2019)

Acta número 311 de 22-11-2019
Decide la Sala en primera instancia, la acción de tutela instaurada por María Consuelo Grajales Marulanda, identificada con cédula de ciudadanía No. 31.402.498 contra el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira; trámite al que se vinculó a la ARL Mapfre Colombia Seguros S.A., la Asociación Mutual de Colombia – Asmucol y José Ignacio Arias Aguilera.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se fundamenta la acción de amparo
Quien promueve el amparo pretende la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia y, en consecuencia, se ordene al juzgado accionado que le expida copia de la sentencia de primera y segunda instancia, si fuere el caso; además, que se le brinde información sobre el estado de su proceso. 
Para el efecto, relató que: i) el 12-08-2013 presentó demanda ordinaria laboral y que le correspondió al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, el cual profirió sentencia de primer grado; sin embargo, no tiene conocimiento de que ha pasado con su trámite, pues el abogado que la representa solo le dice que el expediente está en casación, pero que no sabe si es cierto o no; además, en el despacho judicial accionado no le dan respuesta sobre el mismo ii) es una persona pobre, tiene discapacidad y cuenta con 66 años de edad, por lo que solo depende del reconocimiento de la pensión de sobrevivientes para subsistir. 
2. Pronunciamiento de la accionada y vinculados
El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira solicitó que se declare improcedente la tutela y para ello indicó que si bien conoció en primera instancia del proceso ordinario laboral radicado No. 66001-31-05-001-2013-00491-00 promovido por la actora, lo cierto es que el mismo se encuentra surtiéndose el recurso extraordinario de casación ante la Corte Suprema de Justicia, por lo que desde el año 2014 no cuenta con el expediente físico en su despacho; además, agregó que la accionante ninguna petición escrita ha elevado sobre la expedición de copias de su proceso y, en caso de haber solicitado información de forma verbal, se le ha indicado la que reposa en la plataforma de Siglo XXI.
Los vinculados guardaron silencio, pese a estar debidamente notificados.
CONSIDERACIONES
1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer de esta acción, al ser el Superior Jerárquico del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.

2. Problema jurídico

En atención a lo expuesto por el accionante, la Sala se formula el siguiente interrogante:
(i) ¿Ha vulnerado el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia o petición de la señora María Consuelo Grajales Marulanda por no darle información sobre el estado del proceso ordinario laboral donde actúo como demandante?

Previo a abordar el interrogante planteado le compete a la Sala verificar el cumplimiento de los requisitos de procedencia de la acción de tutela.

3. Requisitos de procedencia de la tutela

Se tiene como requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, según el artículo 86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991: (i) la presunta vulneración de un derecho fundamental por acción u omisión de una autoridad pública y en algunos casos por particulares, (ii) legitimación por activa y por pasiva de los accionados, (iii) la inmediatez y (iv) subsidiariedad
, los que se reúnen como pasa a verse.
3.1 Legitimación

Están  legitimados en este asunto la señora María Consuelo Grajales Marulanda por ser la titular del derecho invocado en razón a su calidad de demandante dentro del proceso ordinario laboral radicado No. 001-2013-00491 y el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira por ser el despacho donde se tramitó el proceso laboral y a quien se aduce la omisión de la información.

Asimismo, lo están la ARL Mapfre Colombia Seguros S.A., la Asociación Mutual de Colombia – Asmucol y José Ignacio Arias Aguilera; como quiera que hicieron parte del proceso ordinario laboral aludido por la accionante.
3.2 Inmediatez 

Respecto a este presupuesto, debe decirse que si bien no se indica por la accionante la fecha en que el despacho judicial accionado omitió darle la información solicitada que posibilite el estudio de este presupuesto, lo cierto es que puede considerarse la presunta vulneración actual, en tanto se dice que  desconoce para el momento de incoar está acción el estado en que se encuentre el proceso; máxime que se trata de un asunto de la seguridad social – pensión de sobrevivientes; lo que permite tener por satisfecho este requisito de procedibilidad de la acción de tutela
.

3.3 Subsidiariedad y derecho fundamental 

Es preciso advertir que si bien la accionante invoca como derechos vulnerados el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, del contenido de los hechos del escrito de la tutela se observa que el derecho que resulta presuntamente afectado es el de petición, al endilgarse al Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira la omisión en dar información sobre el estado actual del proceso; por lo que será este derecho el que se estudiará en primer lugar.

Entonces, dado que la protección al derecho de petición no cuenta con otra acción judicial diferente a esta, como lo ha dicho la Corte Constitucional en sentencia T-2016-2018 se debe tener por cumplido también este presupuesto.
4. Solución al problema jurídico

4.1. Fundamento jurídico 

4.1.1. Derechos de petición 

El artículo 23 de la Constitución Nacional consagra este derecho, el que fue desarrollado por la actual Ley estatutaria 1755 de 2015 promulgada el 30-06-2015.

Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2012)
, que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe “cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

En cuanto al término con que cuentan las entidades para resolver las peticiones que se les formulen, salvo norma especial, es de quince (15) días, contados a partir del día siguiente a su recepción y en el caso de las peticiones de información son diez (10) días, según el artículo 14 de la Ley estatutaria 1755 de 2015.

Y esta normativa es la aplicable al caso, pues la información echada de menos por la accionante no implica un trámite judicial, máxime que el proceso ya terminó y si bien no se ha dispuesto su archivo, el mismo no se encuentra en el despacho accionado.
 
4.1.3. Fundamento fáctico
Bien. Cumple advertir que pese a que la accionante aduce que la vulneración sucede por la falta de información del Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira sobre el estado actual del proceso ordinario laboral en el que ella tiene la calidad de sujeto activo, lo cierto es que ninguna prueba aportó que evidencie que en efecto presentó una solicitud escrita con ese fin, como tampoco, que elevó petición verbal ante el despacho judicial, pues no basta su mero dicho; máxime que dejó de hacer referencia de datos que permitieran inferir que efectivamente lo hizo, como sería indicar día, mes y año en que se dirigió al juzgado a requerir la información del estado del proceso.

Pero además de lo dicho, se acreditó con la misma manifestación de la accionante en el escrito de tutela, que la información aquí solicitada ya la posee al serle provista por su apoderado judicial, la que es cierta como se desprende de la consulta realizada en la plataforma siglo XXI vista a folio 37, donde consta que el proceso se encuentra en la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia surtiéndose el recurso extraordinario de casación.

En ese orden de ideas, para la Sala al dejarse de probar el ejercicio del derecho de petición ante el juzgado accionado mal puede colegirse su vulneración.
Retomando lo ya expuesto, en lo que respecta a los derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso no se avizora por la Sala vulneración de estos, por cuanto de la consulta de la plataforma de siglo XXI, el proceso ordinario laboral instaurado por la accionante cuenta con sentencia de primera y segunda instancia, estando pendiente la definición del recurso extraordinario de casación, que está por fuera del ámbito del juzgado accionado.

Ahora bien, como la pretensión de la actora va encaminada a la obtención de copias de las decisiones de primer y segundo grado en el proceso ordinario laboral, se le informa que conforme el artículo 73 del CPTSS, las providencias emitidas en el proceso ordinario laboral se encuentra incorporadas al expediente, por lo que cualquier requerimiento para lograr su reproducción debe ser dirigido ante la Corte Suprema de Justicia, ello en razón a que como se observa del reporte de la plataforma de Siglo XXI, el expediente se encuentra en esa Corporación.
CONCLUSIÓN
A tono con lo expuesto, se denegará el amparo solicitado.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: NEGAR el amparo solicitado por María Consuelo Grajales Marulanda, identificada con cédula de ciudadanía No. 31.402.498 contra el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira; trámite al que se vinculó a la ARL Mapfre Colombia Seguros S.A., la Asociación Mutual de Colombia – Asmucol y José Ignacio Arias Aguilera, por las consideraciones vertidas en precedencia.
SEGUNDO: NOTIFICAR la decisión a la accionante, al accionado y vinculados por el medio más ágil y si no fuera impugnada, remitir oportunamente el expediente a la Corte Constitucional para efectos de la eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado




Magistrado

Ausencia justificada
� Corte Constitucional. Sentencia T-275 de 12-04-2012, M.P. Juan Carlos Henao Pérez.


� T-091 de 2018. 


� Honorable Corte Constitucional. Sentencia T-146-2012. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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